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En Buenos Aires a los 24 días del mes de junio de dos mil veintidós, reunidos 

los  Señores  Jueces  de  Cámara  fueron  traídos  para  conocer  los  autos 

“SCAGNETTI, CARLOS ALBERTO c/ NEWSAN S.A. Y OTROS s/ SUMARISIMO" 

EXPTE.  COM  4144/2020;  en  los  que  al  practicarse  la  desinsaculación  que 

ordena el art. 268 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación resultó 

que  la  votación  debía  tener  lugar  en  el  siguiente  orden:  Doctora  Tevez, 

Doctor Lucchelli y Doctor Barreiro.

Se  deja  constancia  que  las  referencias  de  las  fechas  de  las 

actuaciones y las fojas de cada una de ellas son las que surgen de los registros 

digitales del expediente.

Estudiados  los  autos  la  Cámara  plantea  la  siguiente  cuestión  a 

resolver: 

¿Es arreglada a derecho la sentencia apelada del 2 de septiembre 

de 2021? 

La Sra. Juez de Cámara Dra. Alejandra N. Tevez dice: 

I. Antecedentes de la causa. 

a.  Carlos  Alberto  Scagnetti  (en  adelante,  “Scagnetti”)  inició 

demanda contra Newsan SA, Noblex SA y Electro Outlet SRL por los daños y 

perjuicios, reclamando la suma de $380.000, y/o lo que en más o en menos 

surja de las pruebas a producirse.

Comenzó relatando que el 5.8.2017 adquirió en el local comercial 

de Electro Outlet SRL un televisor marca Noblex, Smart 3D, edición AFA, de 

50 pulgadas, por el que abonó $9.000.

Explicó que el  aparato presentó problemas en la imagen, por lo 

que el 10.8.2017 el vendedor lo derivó al servicio técnico de la garantía, en 

razón de que habían transcurrido más de 72 hs. de comprado.
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Sostuvo que el servicio técnico evaluó la necesidad de cambiar la 

placa principal y que, por su alto costo, iba a requerir la entrega de un equipo 

nuevo de iguales características.

Continuó narrando que al presentarse su esposa a buscar el nuevo 

televisor de reemplazo constató que era uno con menores prestaciones que 

el  adquirido  -por  carecer,  entre  otras  modalidades,  de  3D-  y  además  le 

negaban cualquier tipo de constancia escrita que sirviera de garantía por el 

nuevo aparato. 

Dijo  que  frente  a  la  postura  asumida  por  el  servicio  técnico 

rechazó la entrega del equipo de menor calidad y exigió la devolución del 

aparato  defectuoso  en  las  condiciones  en  que  se  encontrare,  lo  que  fue 

negado por el servicio por hallarse el mismo desarmado.

Indicó  que  intimó  por  carta  documento  a  Newsan  SA  y  luego 

convocó a una mediación ante el COPREC.  En dicha ocasión -prosiguió- se 

arribó a un acuerdo según el cual la requerida entregaría un nuevo televisor 

en su domicilio en el plazo de 20 días.

Dijo que la accionada incumplió el compromiso asumido por lo que 

se contactó  nuevamente,  ocasión en la que le  ofrecieron el  reintegro del 

precio que había abonado con más sus intereses. Sostuvo que rechazó tal 

proposición aduciendo que con dichas sumas no podía adquirir nuevamente 

un  equipo  similar,  en  razón  del  aumento  del  precio  y  la  proximidad  del 

mundial de futbol.

Demandó el cumplimiento de la obligación en los términos del art. 

10 bis, inc. a. de la Ley de Defensa del Consumidor y solicitó la aplicación de 

una multa por daño punitivo.

 b. Newsan SA -sociedad que dijo fue fusionada con Noblex SA-

contestó demanda y acompañó documentación en fs. 28/32 y fs. 33/41.
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Solicitó el rechazo de la acción argumentando que, a consecuencia 

del  acuerdo  ante  el  COPREC  que  alcanzara  con  el  accionante,  frente  al 

incumplimiento  enrostrado,  debió  recurrir  a  su  ejecución,  resultando 

improcedente la demanda de daños y perjuicios.

En otro orden señaló que en el caso no medió un incumplimiento 

de la oferta o del contrato en los términos del art. 10 bis de la ley 24.240, 

sino  que  se  configuró  un  supuesto  de  falla  de  producto  cubierto  por  la 

garantía, que fue conciliado.

Sostuvo que, si  bien incumplió con el  acuerdo, se contactó con 

Scagnetti buscando una solución alternativa mediante el reintegro del valor 

abonado por el producto.

Finalmente objetó la procedencia del daño punitivo.

c. Electro Outlet SRL contestó demanda en fs. 45/49.

Postuló que, si bien el actor adquirió de su parte un televisor, el 

vínculo finiquitó con su entrega, dado que no proveyó servicio técnico ni fue 

citado, participó o celebró acuerdo alguno ante COPREC.

De otro lado señaló que, en razón del mentado acuerdo, debió el 

accionante proceder a la ejecución contra quien fuera suscriptor y obligado 

en virtud del mismo.

II. La sentencia de primera instancia.

El  a  quo dictó  sentencia el  2.9.2021:  a)  condenando  a  Electro 

Outlet  SRL  y  Newsan  SA  al  cumplimiento  forzado  del  contrato  de 

compraventa; y b) imponiendo a esta última una multa de $200.000 por daño 

punitivo.

Para  así  decidir  juzgó  en  primer  orden  que  no  se  hallaba 

controvertido  que  el  actor  y  Newsan  SA  arribaron  a  un  acuerdo  ante  el 

COPREC y que el mismo fue incumplido por dicha coaccionada.
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De seguido desestimó el planteo de las defendidas en relación a 

que  la  vía  procesal  para  reclamar  el  cumplimiento  del  acuerdo  fuera  su 

ejecución.  Consideró  que  tal  vía  estaba  condicionada  a  la  previa 

homologación por parte de la Autoridad de Aplicación, a tenor de lo normado 

por  la  ley  26.993,  recaudo  cuyo  cumplimiento  no  fue  acreditado  por  las 

accionadas.

Tras ello considero que la opción ejercitada por el actor con base 

en el  inc.  a)  del  art.  10 bis  de la Ley de Defensa  del  Consumidor resultó 

procedente,  dado  los  desperfectos  técnicos  que  presentó  el  aparato  y  la 

desatención del  compromiso del  canje del  producto por uno de iguales o 

similares características.

Condenó entonces a las demandadas a que, en cumplimiento del 

contrato de compra venta, entreguen al actor un televisor Smart 3D, marca 

Noblex de 50 pulgadas, de igual calidad y con las mismas prestaciones del  

oportunamente adquirido.

Juzgó procedente la aplicación de una multa por daño punitivo a 

Newsan  SA  por  $200.000  al  considerar  que  la  conducta  que  provocó  la 

ruptura del contrato fue más allá de un mero incumplimiento contractual y, 

en  particular,  del  acuerdo  formalizado  en  la  instancia  administrativa  del 

COPREC.

Rechazó la imposición de la multa en relación a Electro Outlet SRL 

dado que, según el relato del propio demandante, con posterioridad activó la 

garantía vinculada con el fabricante.

III. El recurso.

Contra dicho pronunciamiento Newsan SA interpuso recurso de 

apelación en fs. 87, que fue concedido en relación a fs. 90.
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Los fundamentos corren a fs. 91/98 y merecieron respuesta en fs. 

102/103.

La Representante del Ministerio Público Fiscal ante esta Cámara se 

pronunció por medio del dictamen incorporado el 19.4.2022. 

En fs. 115 se llamaron los autos para dictar sentencia en el orden 

establecido en el sorteo practicado en fs. 116 (Cpr. 268).

IV. Los agravios.

A través de sus agravios Newsan SA cuestionó que: i) se juzgara 

que el acuerdo alcanzado ante el COPREC no se encuentra homologado y, por 

tanto,  resulte admisible la acción de daños y perjuicios,  ii)  se considerare 

aplicable  el  art.  10  bis  de  la  Ley  de  Defensa  del  Consumidor,  y  iii)  se  le 

impusiera una multa por daño punitivo.

V. La solución.

a. Ejecutabilidad del acuerdo.

a.1. Recuerdo que se  alzó  la  coaccionada Newsan SA  contra  la 

decisión del a quo que juzgó que no se encuentra acreditado que el acuerdo 

alcanzado  ante  el  COPREC  hubiera  sido  homologado  por  parte  de  la 

Autoridad de Aplicación (art. 18, ley 26.993), razón por la cual no era exigible 

al accionante consumidor proceder únicamente por la vía ejecutiva.

Postuló  la  recurrente  que  el  acuerdo  resultó  homologado  el 

30.1.2018; la cuestión relativa a la ausencia de tal requisito fue introducida 

por el a quo sin que ninguna de las partes lo invocara; el propio acuerdo en 

su cláusula cuarta no supedita su ejecución a la homologación; y el art. 1642 

del CCyCN establece que ello no resulta necesario.

a.2. Dado  el  contenido  de  los  escritos  troncales  del  proceso, 

cuanto fuera  juzgado en el  veredicto  de grado y el  tenor  de los  agravios 

formulados por la coaccionada, no se encuentra controvertido en esta etapa 
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del proceso que: i)  Scagnetti  adquirió el 5.8.2017 en el  local  comercial  de 

Electro Outlet SRL un televisor marca Noblex, Smart 3D, edición AFA, de 50 

pulgadas, por el que abonó $9.000, ii) el aparato presentó problemas en su 

imagen que el servicio técnico no pudo reparar, iii) ante la falta de solución 

convocó  a  Newsan  SA  a  una  audiencia  de  mediación  ante  el  COPREC, 

instancia en la cual se arribó a un acuerdo el  18.1.18, a través del cual la 

requerida se comprometió a que en el plazo de 20 días entregaría un nuevo 

aparato,  de  iguales  o  similares  características,  nunca  inferiores,  y  iv)  el  

compromiso asumido fue incumplido por la obligada.

La  ausencia  de cuestionamientos  sobre  esos  aspectos  a  cuanto 

fuera decidido en el grado le asigna a tales hechos el status de cosa juzgada 

material  y  se  presenta  como  una  plataforma  invariable  sobre  la  cual 

corresponderá examinar los agravios de las partes (Cpr. 277).

La  cuestión  a  resolver  se  centra  entonces  en  juzgar  si  resulta 

adecuada la vía procesal adoptada por Scagnetti -al plantear una demanda de 

daños y perjuicios- o si, en su defecto, debió aquél acudir a la ejecución del  

mentado acuerdo alcanzado ante el COPREC por la vía prevista en el art. 500 

del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.

a.3. Anticipo que desestimaré las quejas formuladas por Newsan 

SA y confirmaré todo cuanto fuera decidido en el grado.

En primer orden concuerdo con la apreciación del juez de grado en 

punto a que no ha sido adecuadamente demostrado que el acuerdo arribado 

el 18.1.2018 en sede administrativa -COPREC- se encontrare homologado por 

la Autoridad de Aplicación de la Ley 26.993.

En  efecto.  Recuerdo  que  dicha  norma  establece  que,  si  se 

alcanzare  un  acuerdo,  en  un  plazo  de  cinco  días  se  lo  someterá  a  la 

homologación de la autoridad de aplicación, la que la otorgará siempre que 
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entienda que el  acuerdo implica una justa  composición  del  derecho y los 

intereses de las partes. Será un requisito indispensable para la homologación 

del acuerdo, que el mismo establezca un plazo para su cumplimiento (art. 

12).

Dispone además la citada normativa que la autoridad de aplicación 

emitirá  resolución  fundada  mediante  la  cual  homologará  o  rechazará  el 

acuerdo conciliatorio, dentro del plazo de tres días contados a partir de su 

elevación (art. 13).

Se sienta también que, si  el  acuerdo fuera homologado, le será 

comunicado  al  Conciliador  y  a  las  partes  por  correo  electrónico  o,  en  su 

defecto, al domicilio constituido. Desde ese momento la parte proveedora o 

prestadora contará con un plazo de diez días para abonar los honorarios al 

Conciliador, según la escala que establezca la reglamentación. Para obtener 

el  ejemplar  del  acuerdo  homologado,  la  parte  proveedora  o  prestadora 

deberá presentar la constancia de pago de los honorarios al Conciliador y la 

acreditación del pago del arancel de homologación (art. 15).

Y, finalmente, en lo que al caso importa, instituye que los acuerdos 

celebrados en el COPREC y homologados por la autoridad de aplicación serán 

ejecutables  ante  la  Justicia  Nacional  en  las  Relaciones  de  Consumo,  de 

conformidad  con  el  artículo  500,  inciso  1,  del  Código  Procesal  Civil  y 

Comercial de la Nación (art. 18, el subrayado me pertenece).

Dable  es  advertir  de  lo  supra reseñado  que  la  vía  procesal  de 

ejecución del acuerdo se haya supeditada a la previa homologación por parte 

de la Autoridad de Aplicación, condición sin la cual no se encuentra expedita.

Adentrándonos  en  el  examen  del  caso  sometido  a  estudio  se 

aprecia que no fue acompañada la resolución fundada dictada por aquella 

Autoridad,  a  través  de  la  cual  hubiera  procedido  a  la  homologación  del 
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acuerdo arribado ante el conciliador del COPREC el 18.1.2018 -tal como lo 

dispone el art. 13-. Inclusive tampoco se ofreció prueba al respecto, a punto 

tal que se declaró la cuestión como de puro derecho.

Y si bien la recurrente en un esfuerzo por demostrar que el acto de 

homologación se encuentra cumplido incorporó en su memorial el texto de 

un correo electrónico por medio del cual se daría cuenta del cumplimiento de 

dicho recaudo, cabe destacar que -además de resultar tardía su agregación- 

el mismo carece del contenido de la resolución fundada que debería haber 

dictado la Sra. Directora del Servicio de Conciliación Previa en las Relaciones 

de Consumo.

La carencia  de este elemento sustancial  no puede ser suplida a 

través de un mero correo electrónico aportado en esta instancia, desde que 

el  art.  13 de la ley 26.993 dispone que la mentada resolución deberá ser 

fundada.

a.4. Postuló  también  la  recurrente  que  el  art.  1642  CCyCN 

expresamente establece que resulta innecesaria la homologación judicial de 

un acuerdo transaccional.

Ahora bien.  Pese a que la norma prescinde de la homologación 

para la validez del acuerdo transaccional al que se arribe, la inexigibilidad de 

tal requisito sólo proyecta efectos en relación a la vía procesal que debería 

adoptarse ante un eventual reclamo por incumplimiento.

En efecto. La homologación sólo habilita su ejecutabilidad a través 

del  procedimiento  de  ejecución  de  sentencias,  pero  no  constituye  un 

requisito  de  eficacia.  Debe  tenerse  en  cuenta  que  la  transacción  no 

homologada  no  da  lugar  a  la  ejecución  de  sentencia,  en  cuyo  caso  los 

interesados tendrán que articular su pretensión de cumplimiento de contrato 

por vía ordinaria (conf. Lorenzetti, Ricardo Luis, “Código Civil y Comercial de 
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la Nación Comentado”, t° VIII, pág. 88, ed. Rubinzal-Culzoni Editores, Santa 

Fe, 2015; ver en el mismo sentido Compiani, María Fabiana, “La transacción 

en el nuevo Código Civil y Comercial”, TR LA LEY AR/DOC/1106/2015), como 

lo es el presente caso.

a.5. En otro orden, la afirmación de Newsan SA de que la cuestión 

referida  a  la  homologación fue  introducida  por  el  a quo al  momento  del 

dictado de la sentencia, sin que ninguna de las partes lo desconociera, es 

inexacta.

Es  que  la  improcedencia  procesal  fue  invocada  por  ambas 

accionadas al contestar la demanda, con lo cual el juez se encontró habilitado 

para  examinar  la  habilidad  del  título  y  analizar  el  cumplimiento  de  los 

recaudos  dispuestos  en  la  Ley  26.993  para  evaluar  la  aptitud  de  la  vía 

procesal planteada en el presente proceso de conocimiento por medio de la 

cual se exige el cumplimiento del contrato.

 Ello sin perjuicio de destacar que es facultad del juez examinar la 

completitud  del  título  por  el  cual  las  defendidas  invocaron  su  carácter 

exclusivamente ejecutable en los términos del art. 500 del Cpr.

a.6. Por otro lado, sostuvo Newsan SA en su recurso que en la 

cláusula  quinta  las  partes  acordaron  que,  en  caso  de  incumplimiento  del 

acuerdo, el mismo sería ejecutable, de conformidad con el art. 500, inc. 1 del 

Cpr.

Ahora  bien.  La  ejecutabilidad  pactada  por  las  partes  debe  ser 

interpretada como condicionada a la previa homologación del acuerdo que la 

contiene pues, de otro modo, se estaría vulnerando lo dispuesto en los art.  

12 y 13 de la ley 26.993 que es una norma de orden público.

Ello así pues, para proceder a la homologación, es condición que el 

acuerdo implique una justa composición del derecho y los intereses de las 
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partes (art. 12) y que la autoridad emita resolución fundada mediante la cual 

homologue o rechace el acuerdo conciliatorio (art. 13).

Dicho  requisito  ha  sido  señalado  como  esencial  y  a  su  vez 

fundamental,  dado que de esa forma se  garantiza  que los acuerdos sean 

serios y respetuosos de los derechos del consumidor, al punto tal de poder 

ordenar su rechazo y la consiguiente reapertura de la conciliación cuando el 

pacto no revista  tales extremos.  De tal  manera la Secretaría de Comercio 

podrá tener una visión sistemática de la problemática de consumo y evitar la 

celebración de acuerdos que sólo sirven de aliciente para la reiteración de 

prácticas ilegales (conf. Federico M. Álvarez Larrondo, “La Ley 26.993 sobre 

Sistemas  de  Resolución  de  Conflictos  en  las  Relaciones  de  Consumo.  Un 

nuevo  hito  en la  historia  del  Derecho de Consumo”,  publicado en revista 

Anales  de Legislación  Argentina,  año LXXIV,  n°  28,  octubre  de 2014,  pág. 

3/11).

a.7. Coadyuva  a  desestimar  las  quejas  dirigidas  a  cuestionar  la 

aptitud  del  presente  proceso  de  conocimiento  -por  medio  del  cual  se 

persigue el cumplimiento de la obligación en cabeza del proveedor- la regla 

de interpretación sentada en el art. 3 de la LDC que establece, como regla 

hermenéutica, que en la interpretación de la ley, en caso de duda, se estará 

siempre a la que resulte más favorable para el consumidor.

b. Aplicación del art. 10 bis, inc. a de la ley 24.240.

Cuestionó asimismo la recurrente la condena al cumplimiento del 

contrato de compra venta, por la que deberá entregar al actor un aparato de 

televisión Smart 3D marca Noblex de 50 pulgadas, de igual calidad y con las 

mismas prestaciones del oportunamente adquirido, en los términos del art. 

10 bis, inc. a, de la ley 24.240.
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Argumentó  que  el  contrato  de  compra  venta  fue  cumplido 

cabalmente mediante la entrega del producto y que, ante los defectos en el  

adecuado funcionamiento y  dada imposibilidad de repararlo,  se acordó la 

entrega de un producto nuevo de acuerdo a lo dispuesto por el art. 17 de la 

ley 24.240. Sostuvo que el incumplimiento del acuerdo habilitaba al actor a 

ocurrir a la vía dispuesta en el art. 500 del Cpr.

Las  cuestiones  vinculadas  a  la  ejecución  del  acuerdo  fueron 

suficientemente abordadas en los párrafos que anteceden, por lo que nada 

corresponde referir en este pasaje de mi voto.

En lo que refiere a la condena de cumplimiento en los términos del 

art. 10 inc. a de la LDC, los argumentos ensayados para repeler la obligación 

resultan desestimables.

No paso por alto que Scagnetti adquirió el defectuoso televisor el 

5.8.2017 -hace más de cuatro años y medio- y en todo este tiempo no pudo 

gozar adecuadamente del artefacto por el que pagó.

En el interín la accionada desatendió la obligación de brindar una 

solución satisfactoria por medio del servicio  técnico,  razón por la cual fue 

convocada a una instancia conciliadora el 18.1.2018 en la que, si bien asumió 

el compromiso de entregar un aparato nuevo, no lo hizo.

Transcurridos  más  de  cuatro  años  desde  la  última  vez  que  se 

comprometió  a  reemplazar  el  televisor,  no  sólo  continúa  desatendiendo 

dicha obligación, sino que además pretende por medio de sus agravios que se 

revoque el veredicto dictado en su contra.

Resulta  inentendible  cómo  un  proveedor  especializado  en  la 

fabricación  e  importación  de,  entre  otros  productos,  televisores,  puede 

persistir  en  incumplir  el  reclamo  del  consumidor  enderezado  a  exigir  la 
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entrega del bien, escudándose en la no aplicación al caso del art. 10 bis de la 

ley 24.240.

Sea  por  el  art.  10  bis,  inc.  a,  por  el  art.  17  que  refiere  a  la 

reparación no satisfactoria o por el compromiso asumido en la instancia de 

mediación previa ante el COPREC, no cabe ninguna duda a esta altura de que 

debe Newsan SA -junto a Electro Outlet SRL- proceder a la entrega al actor de 

un aparato de televisión Smart 3D marca Noblex de 50 pulgadas, de igual 

calidad y con las mismas prestaciones del adquirido en su momento.

Esta obligación no resiste mayores dilaciones ni excusas de índole 

procesal: deben las accionadas así proceder en el plazo y en las condiciones 

fijadas en el grado.

c. Daño punitivo.

c.1. Recurrió también la defendida el monto de la multa impuesta 

por  daño  punitivo,  establecida  en  $200.000,  por  considerarla  elevada  y 

carente de justificación.

Cabe recordar que el art. 52 bis de la LDC modificada por la ley 

26.361 -BO: 7.4.08- incorporó a nuestro derecho positivo la figura del “daño 

punitivo”. 

Dispone la norma textualmente: “Al proveedor que no cumpla sus 

obligaciones  legales  o  contractuales  con  el  consumidor,  a  instancia  del 

damnificado, el juez podrá aplicar una multa civil a favor del consumidor, la 

que se graduará en función de la gravedad del hecho y demás circunstancias 

del caso, independientemente de otras indemnizaciones que correspondan. 

Cuando  más  de  un  proveedor  sea  responsable  del  incumplimiento 

responderán todos solidariamente ante el  consumidor,  sin perjuicio de las 

acciones de regreso que les correspondan. La multa civil que se imponga no 

Fecha de firma: 24/06/2022
Firmado por: MARIA FLORENCIA ESTEVARENA, SECRETARIA DE CAMARA
Firmado por: ALEJANDRA NOEMI TEVEZ, JUEZA DE CÁMARA
Firmado por: RAFAEL FRANCISCO BARREIRO, JUEZ DE CAMARA
Firmado por: ERNESTO LUCCHELLI, PRESIDENTE DE LA SALA F



#34679630#332336785#20220623105121822

U
S

O
 O

F
IC

IA
L

Poder Judicial de la Nación

podrá superar el máximo de la sanción de multa prevista en el artículo 47, 

inciso b) de esta ley”. 

Tal  como precisé en otras oportunidades (v.  mis votos en autos 

“Dubourg  Marcelo  Adrián  c/  La  Caja  de  Seguros  S.A.  s/  ordinario”,  del 

18/02/14;  “Santarelli  Héctor  Luis  y  otro  c/  Mapfre  S.A.  de  Seguros  s/ 

ordinario”,  del  08/05/14;  “García  Guillermo Enrique  c/  Bankboston N.A.  y 

otros s/ sumarísimo”, del 24/09/15; y “Díaz Víctor Alcides c/ Fiat Auto S.A. de 

Ahorro  para  Fines  Determinados  y  otros  s/  ordinario”,  del  20/10/15),  la 

reforma  legislativa  conllevó  una  modificación  en  la  concepción  de  la 

responsabilidad  civil  de  nuestro  sistema  codificado,  que  posee  como 

presupuesto la idea de la reparación integral y plena del perjuicio causado 

(arg. CCiv. 1083 –actualmente CCCN. 1740-). 

Los daños punitivos son, según Pizarro, “sumas de dinero que los 

tribunales mandan a pagar a la víctima de ciertos ilícitos, que se suman a las 

indemnizaciones por daños realmente experimentados por el damnificado, y 

están destinadas  a  punir  graves  inconductas  del  demandado y  a  prevenir 

hechos  similares  en  el  futuro”  (Pizarro,  Ramón,  “Daños  punitivos”,  en 

Derecho  de  Daños,  segunda  parte,  Libro  homenaje  al  Prof.  Félix  Trigo 

Represas, La Rocca, 1993, pág. 291/2). 

En esa línea, todas o la mayoría de las definiciones de los daños 

punitivos incluyen los siguientes elementos: (i)  suma de dinero otorgada a 

favor  del  damnificado por  sobre el  daño efectivamente  sufrido;  (ii)  se los 

aplica con la finalidad de castigar al incumplidor y para disuadir al sancionado 

de  continuar  con  esa  conducta  o  conductas  similares;  (iii)  también  son 

aplicados con la finalidad de prevención general,  es decir,  para disuadir  a 

otros proveedores que practiquen conductas análogas a la sancionada. 
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Concordantemente, enseñan Gómez Leo y Aicega que “los daños 

punitivos -traducción literal del inglés 'punitive damages'- son las sumas de 

dinero que los tribunales mandan a pagar a la víctima de ciertos ilícitos, que 

se suman a las indemnizaciones por daños realmente experimentados por el 

damnificado,  que están destinados a  punir  hechos similares  en el  futuro” 

(Gómez Leo, Osvaldo R. y Aicega, María V., Las reformas a la Ley de Defensa 

del Consumidor, JA, 2008-III-1353 – SJA, 20/08/08). 

De acuerdo con la norma antes transcripta, en nuestro derecho la 

concesión de daños punitivos presupone: (i) el incumplimiento por parte del 

proveedor  de  sus  obligaciones  legales  o  contractuales;  (ii)  la  petición  del 

damnificado; (iii) la atribución del magistrado para decidir su otorgamiento; 

(iv)  la  concesión  en beneficio  del  consumidor;  y  (v)  el  límite  cuantitativo 

determinado por el art. 47 de la ley 24.240. 

Sin perjuicio de destacar que el incumplimiento de una obligación 

legal  o  contractual  es  una  condición  necesaria  pero  no  suficiente  para 

imponer la condena punitiva -ya que, además, debe mediar culpa grave o 

dolo del sancionado, la obtención de enriquecimientos indebidos derivados 

del ilícito o evidenciarse un grave menosprecio por los derechos individuales 

del consumidor o de incidencia colectiva; cfr. López Herrera, Edgardo, “Daños 

punitivos  en  el  derecho  argentino.  Art.  52  bis”,  Ley  de  Defensa  del 

Consumidor, JA 2008-II-1198; Pizarro - Stiglitz, Reformas a la ley de defensa 

del consumidor, LL 2009-B, 949-, la norma aludida indica que a los fines de la 

sanción  deberá  tomarse  en  cuenta  “la  gravedad  del  hecho  y  demás 

circunstancias del caso”. 

De allí que para establecer no sólo la graduación de la sanción sino 

también su procedencia, resulta de aplicación analógica lo establecido por el 

artículo 49 de la ley (cfr. Tevez, Alejandra N. y Souto, María Virginia, “Algunas 
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reflexiones sobre la naturaleza y las funciones del daño punitivo en la ley de 

defensa  del  consumidor”,  RDCO  2013-B-668).  Véase  que,  en  efecto,  no 

obstante  aludir  puntualmente  a  las  sanciones  administrativas,  se  fija  un 

principio de valoración de la sanción prevista por la norma (López Herrera, 

Edgardo,  “Daños  punitivos  en  el  derecho  argentino.  Art.  52  bis”,  Ley  de 

Defensa del Consumidor, JA 2008-II-1198; Falco, Guillermo, “Cuantificación 

del daño punitivo”, LL 23/11/2011, 1). 

Establece aquella disposición que: “En la aplicación y graduación 

de las sanciones previstas en el artículo 47 de la presente ley se tendrá en 

cuenta el perjuicio resultante de la infracción para el consumidor o usuario, la 

posición en el  mercado del  infractor,  la cuantía del beneficio  obtenido, el  

grado  de  intencionalidad,  la  gravedad  de  los  riesgos  o  de  los  perjuicios 

sociales derivados de la infracción y su generalización, la reincidencia y las 

demás circunstancias relevantes del hecho”. 

Resáltese  que  la  conducta  reprochada  es  la  del  fabricante  o 

proveedor que realiza un cálculo previo, a sabiendas de que el producto o 

servicio  ofrecido puede ocasionar un daño; y mediante el  cual  se asegura 

que,  descontando  las  indemnizaciones,  tendrá  aún  un  beneficio  que 

redundará en ganancia (López Herrera, Edgardo, ob. cit.). 

Se  trata,  en  definitiva,  de  supuestos  en  los  que  fabricantes  o 

proveedores utilizan esa técnica -y este dato es muy importante- de modo 

permanente y como una forma de financiarse mediante sus consumidores 

(Colombres,  Fernando M.,  “Daño punitivo.  Presupuestos de procedencia  y 

destino de la multa”, LL DJ 19/10/2011, 1). Ello así, a través de una conducta 

objetivamente descalificable desde el punto de vista social, esto es, disvaliosa 

por  indiferencia  hacia  el  prójimo,  desidia  o  abuso  de  una  posición  de 
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privilegio  (Zavala  de  González,  Matilde,  “Actuaciones  por  daños”,  Buenos 

Aires, Hammurabi, 2004, pág. 332). 

Como señalara la Sala III de la Cámara de Apelaciones en lo Civil y 

Comercial de Rosario, al sentenciar en la causa “Rueda, Daniela c/ Claro Amx 

Argentina S.A.”, “Si bien es cierto que ha sido criticado el alcance amplio con 

el  que  ha  sido  legislada  la  multa  civil,  en  cuanto  alude  a  cualquier 

incumplimiento legal o contractual, existe consenso dominante en el derecho 

comparado en el sentido de que las indemnizaciones o daños punitivos solo 

proceden en supuestos de particular gravedad, calificados por el dolo o la 

culpa grave del sancionado o por la obtención de enriquecimientos indebidos 

derivados del ilícito o, en casos excepcionales por un abuso de posición de 

poder,  particularmente  cuando  ella  evidencia  menosprecio  grave  por  los 

derechos individuales o de incidencia colectiva”. 

Más, en rigor, el análisis no debe concluir sólo en el art. 52 bis. Es 

que  el  art.  8  bis  refiere  al  trato  digno  hacia  el  consumidor  y  a  prácticas 

abusivas de los proveedores y,  en su última parte, dice: “Tales conductas, 

además de las sanciones previstas en la presente ley, podrán ser pasibles de 

la multa civil  establecida en el art. 52 bis de la presente norma…” (Ferrer, 

Germán Luis, “La responsabilidad de administradores societarios y los daños 

punitivos”, Diario La Ley del 24/10/2011). 

La previsión legal del art. 8 bis LDC resulta plausible. Ello así, tanto 

desde el  punto de vista de los consumidores que han sido víctimas de un 

daño, cuanto desde la perspectiva de los jueces que deben decidir si cabe 

responsabilizar  al  proveedor  frente  a  supuestos  no  tipificados  como  la 

demora excesiva o el maltrato en la atención al usuario, por citar algunos 

ejemplos.  Es  que la  lesión al  interés  del  consumidor  puede surgir,  en los 

hechos, no sólo por el contenido de una cláusula contractual o del modo en 
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que ella sea aplicada, sino también de comportamientos no descriptos en el 

contrato, que constituyen una derivación de la imposición abusiva de ciertas 

prácticas reprobables. 

Refiere a garantizar una directriz de trato adecuado al consumidor, 

como modo de evitar la utilización de prácticas comerciales que restrinjan o 

nieguen sus derechos. El cartabón de conducta exigible al proveedor tiende a 

resguardar la moral y la salud psíquica y física del consumidor. Así porque la 

ausencia de un trato digno y equitativo agravia el honor de la persona. De allí 

que la norma deba ser vista como una concreción del principio general de 

buena fe y como desarrollo de la exigencia del art. 42 CN. Así, el proveedor 

está obligado no solamente a ajustarse a un concreto y exacto contenido 

normativo, sino además está constreñido a observar cierta conducta en todas 

las etapas del iter negocial, incluso aún antes de la contratación. Y no podrá 

vulnerar, en los hechos, aquellos sensibles intereses (cfr. Tevez, Alejandra N. 

y Souto María Virginia, “Trato “indigno” y daño punitivo. Aplicación del art. 8 

bis de la Ley de Defensa del Consumidor”, del 26/04/16, La Ley 2016-C, 638).

Desde dicha perspectiva conceptual, adelanto que la queja habrá 

de ser rechazada.

De  los  antecedentes  colectados  en  la  causa  se  infiere  la 

configuración de este daño con arreglo al marco de aprehensión de los arts.  

4, 5, 8 bis y 52 bis de la LDC. Ello así, aún juzgada la cuestión con el criterio  

restrictivo que debe primar en la materia. 

Como ya fue señalado, este específico daño requiere la existencia 

de una manifiesta o grosera inconducta por parte del proveedor en el trato 

comercial con el consumidor. Claro que es tarea del juzgador discernir con 

prudencia  en  qué  circunstancias  de  modo,  tiempo  y  lugar  se  verifica  tal 

conducta antifuncional en la relación de consumo (cfr. mis votos en esta Sala 
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F, en autos “Rodríguez Silvana Alicia c/ Compañía Financiera Argentina SA s/ 

Sumarísimo”, del 10/05/12, en “Rojas Sáez Naxon Felipe c/ Banco Comafi SA 

s/  Ordinario”,  del  19/8/14,  y  en  “Berrio  Gustavo  Osvaldo  y  otro  c/  La 

Meridional Cía. Arg. de Seguros SA s/ Ordinario”, del 15/12/16).

Tras estas consideraciones conceptuales juzgo, como anticipé, que 

procede  la  imposición  a  Newsan  SA  de  una  multa  civil,  en  tanto  resulta 

patente  el  desinterés  en  los  daños  que  su  conducta  provocó  y  continúa 

provocando al actor. 

c.2. En  relación  al  monto  de  la  multa,  considero  adecuada  la 

determinación efectuada en el grado de $200.000. Para ello he de tener en 

cuenta las inconductas de la coaccionada que llevaron al actor a transitar un 

derrotero de reclamos de modo directo ante la proveedora y, luego, en sede 

administrativa y judicial,  sin  que al  día de hoy cuente con el  aparato que 

adquiriera.

VI. Conclusión

Por  las  consideraciones  que  anteceden,  si  mi  voto  fuera 

compartido por mis distinguidos colegas del Tribunal, propongo al Acuerdo: i) 

desestimar las quejas de Newsan SA,  y ii)  imponer las costas de Alzada a 

dicha codemandada, perdidosa (Cpr. 68).    

Así voto.

El Dr. Lucchelli dice:

Adhiero a la solución propiciada por  mi distinguida colega,  Dra. 

Alejandra Tevez en la ponencia que precede. Sin perjuicio de ello, como he 

hecho en otros casos análogos al presente, dejo a salvo mi opinión respecto 

de que los daños punitivos previstos en el art. 52 bis de la LDC, si bien tienen 

naturaleza sancionatoria, su finalidad es eminentemente preventiva (cfr. Esta 
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Sala,  “Villanueva   Maximiliano  Alberto  c/  Fiat  Auto  de Ahorro  Para  Fines 

Determinados y otros s/ ordinario” del  9/05/19).

En tal sentido y teniendo en cuenta lo expuesto, la aplicación de 

este instituto debe ser de carácter excepcional y debe obedecer más a la  

gravedad del comportamiento observado por el proveedor que al eventual 

beneficio que pudo haber obtenido de su incumplimiento, sin perjuicio de 

que este último elemento también deba valorarse al  momento de fijar  la 

sanción. Esta salvedad no altera en nada la decisión propuesta en el voto que 

abrió el acuerdo, al que, como adelantara, adhiero. 

El Doctor Rafael F. Barreiro dice:

1. Comparto los fundamentos que inspiran la decisión que sugirió 

mi distinguida colega, la Dra. Tevez, los que resultan coincidentes con cuanto 

expresé al emitir  los votos en “Aguayo, Juan Gustavo c/ FCA Automobiles 

Argentina  S.A.  y  otros  s/  Ordinario”,  Expte.  N°  COM  20485/2016,  del 

11/8/2021 y en “Rossi María Rosa c/ Espasa S.A. y otro s/ Ordinario” Expte.  

N° COM 21485/2018, del 6/12/2021.

2. Asimismo, entiendo necesario realizar algunas consideraciones 

en orden a la justificación de la procedencia del daño punitivo.

3. Con  sujeción  al  criterio  de  interpretación  que  expresé  en 

reiterados  votos  (“Bava  Mónica  Graciela  y  otras  c/  ALRA  SA  y  otro  s/ 

ordinario” del 19.06.18; “Vega Gustavo Javier c/ MasterCard SA y Otros s/ 

ordinario” del 29.08.17; Feurer Eva y otro c/ Banco de la Provincia de Buenos 

Aires s/ ordinario” del 22.08.17; “López Bausset Matías c/Automilenio S.A. y 

otro s/ ordinario” del 12.07.17; “López Hernán Javier c/ Forest Car SA y otros 

s/ sumarísimo” del 12.07.07; “Martínez Aranda Jorge Ramón c/ Plan Ovalo SA 

de Ahorro P/F Determinados y otro s/ ordinario del 27.04.17; “Robledo Brigo 
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Adán c/ Fiat Auto Argentina  SA  y otros s/  ordinario del 14.02.17;  “Berrio 

Gustavo  Osvaldo  y  otro  c/  Ña  Meridional  Compañía  de  Seguros  SA  s/ 

ordinario” del  15.12.16), cuyos esquemas expositivos no reiteraré aquí a los 

fines  de  evitar  alongar  en  demasía  este  Acuerdo.,  que  coinciden  con  el 

pensamiento que volqué en una publicación relativa a la sustancia del daño 

punitivo (Barreiro, Rafael F, El factor subjetivo de atribución en la aplicación  

de  la  multa  civil  prevista  por  el  art.  52  bis  de  la  ley  24.240,  Revista  del 

Derecho Comercial, del Consumidor y de la Empresa, Año V, N° 3, La Ley, 

junio de 2014, ps. 123/135), es corriente asignar a la multa civil, además del  

propósito punitivo, otras dos finalidades: reparatoria y preventiva.

3. El daño punitivo en nuestro derecho es una pena privada que 

consiste en determinar una suma de dinero suplementaria o independiente 

de la indemnización que le pueda corresponder a la víctima para reparar los 

daños sufridos,  que tiene  por  finalidad castigar  una  grave  inconducta  del 

demandado, hacer desaparecer los beneficios obtenidos a través de ella -si 

los hubiera- y prevenir su reiteración en el futuro.

De esa noción se extraen los propósitos que cumple el dispositivo 

del art. 52 bis LDC:

(i) la punición. Que quien cause un daño debe ser sancionado -y 

compelido, en consecuencia, a repararlo- está fuera de toda discusión porque 

es  un  principio  general  del  Derecho,  en  cualquiera  de  las  disciplinas  que 

regula  y  con  independencia  de  quien  lo  provoque  (art.  1716,  CCyC).  El 

fundamento  reside  en  la  transgresión  de  la  ley  o  en  incumplimientos 

contractuales  graves.  El  factor  de  atribución  es  predominantemente 

subjetivo, pues el dañador debe actuar con dolo, culpa o desinterés por los 

intereses ajenos.
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(ii) la reparación. Tiene como presupuesto la idea de la reparación 

integral y plena del perjuicio causado (recogido ahora por el art. 1740 CCyC). 

Se  agrega  a  cualquier  otra  indemnización  que  pudiera  admitirse. 

Evidentemente está estrechamente vinculada con la finalidad sancionatoria.

(iii) la prevención y la disuasión. Si se asigna a los daños punitivos 

una  función  preventiva,  que  comparte  con  la  responsabilidad  civil  como 

categoría más amplia y continente de aquellos, aguardar a que se provoque 

un  daño  resarcible  podría  frustrar  esa  finalidad,  además  de  vulnerar  las 

pautas de actuación del art. 1710 CCyC.

La  disuasión  consiste  en  la  amenaza  de  la  aplicación  de  una 

sanción que puede tener el efecto de precaver la reiteración de conductas 

consideradas disvaliosas. Parece quedar fuera de toda duda que la punición 

opera en referencia a una conducta ya realizada mientras que la prevención 

alude a un obrar futuro.

Aquella opera en relación a un proveedor determinado, mientras 

que la disuasión tiene alcances más generales. La mencionada consecuencia 

ejemplificante, que también se traduce en un factor de disuasión, opera para 

la  generalidad  y  no  sólo  en  relación  al  proveedor  incumpliente.  Por  tal 

motivo, también, aprovecha al común de los consumidores porque tiene por 

efecto regular adecuadamente las relaciones de consumo.

4. La  procedencia  de  la  aplicación  de  la  multa  civil  puede 

apreciarse diversamente.

4.1. Si  se  estima  que  la  responsabilidad  es  objetiva  se  ha 

propuesto fundarla en:

(i)  la  compensación  de  daños  extraordinarios.  Se  ha  dicho  que 

mientras  la  indemnización del  daño refiere  a  la  reparación de los riesgos 

normales, la multa civil tiende a “compensar los daños extraordinarios, que 
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surgirían  del  exceso  del  riesgo  socialmente  aceptable  generado  por  la 

apetencia  de  aumentar  los  beneficios  y  considerándose  a  la  actividad 

económica  como  intrínsecamente  riesgosa”  (LOVECE,  Graciela  Isabel,  Los  

daños punitivos en el derecho del consumidor, publicado en La Ley ejemplar 

del 8/7/10, p. 3, pto. 6).

(ii)  la  “conducta  socialmente  intolerable”.  La  multa  civil  es 

admisibe  cuando  se  haya  cumplido  una  actuación  objetivamente 

descalificable  desde  el  punto  de  vista  social,  esto  es,  disvaliosa  por 

indiferencia hacia el prójimo, desidia o abuso de una posición de privilegio 

(ZAVALA de GONZÁLEZ, Matilde, Actuaciones por daños, Bs. As., Hammurabi, 

2004, pág. 332).

4.2. Si se requiere un factor de atribución de responsabilidad, se la 

ha justificado en:

(i) la actuación intencional del proveedor. A ella se llega por vía de 

la  remisión  que  el  propio  art.  52  bis  efectúa  al  art.  47,  en  orden  a  la 

cuantificación de la multa  civil,  graduación que exige  analizar  la conducta 

concreta y la intención o culpa del proveedor.

Además, el art. 49 de la ley 24.240 dispone que en la aplicación y 

graduación de las sanciones previstas en el artículo 47 de la presente ley se  

tendrá en cuenta el perjuicio resultante de la infracción para el consumidor o 

usuario,  la  posición  en  el  mercado  del  infractor,  la  cuantía  del  beneficio 

obtenido, el  grado de intencionalidad, la gravedad de los riesgos o de los 

perjuicios  sociales  derivados  de  la  infracción  y  su  generalización,  la 

reincidencia y las demás circunstancias relevantes del hecho.

(ii)  el  financiamiento  del  proveedor  a  expensas  del  daño  al 

consumidor.  La finalidad de la multa  civil  es  “la de hacer  desaparecer los 

beneficios injustamente obtenidos a través de la actividad dañosa; puesto 

Fecha de firma: 24/06/2022
Firmado por: MARIA FLORENCIA ESTEVARENA, SECRETARIA DE CAMARA
Firmado por: ALEJANDRA NOEMI TEVEZ, JUEZA DE CÁMARA
Firmado por: RAFAEL FRANCISCO BARREIRO, JUEZ DE CAMARA
Firmado por: ERNESTO LUCCHELLI, PRESIDENTE DE LA SALA F



#34679630#332336785#20220623105121822

U
S

O
 O

F
IC

IA
L

Poder Judicial de la Nación

que ningún sistema preventivo ha de resultar eficaz, si el responsable puede 

retener  un  beneficio  que  supera  al  peso  de  la  indemnización”  (TRIGO 

REPRESAS, Félix A., Desafortunadas innovaciones en punto a responsabilidad  

por daños en la ley 26.361, La Ley ejemplar del 26/11/06, p. 1).  

(iii) la manifiesta indiferencia por los derechos del consumidor. El 

art.  1724  CCyC  define  el  dolo  como  la  intención  de  provocar  un  daño o 

cuando es causado con manifiesta indiferencia por los intereses ajenos.

4.3. Si se estimara en abstracto que la multa civil sólo procede en 

aquellos supuestos en los que los fabricantes o proveedores se prevalen a 

sabiendas de conductas dañosas procurando obtener ganancias, especulando 

con la posibilidad de lucrar a expensas de los consumidores que no formulen 

reclamos, se estaría introduciendo una limitación que no tiene base legal y 

que  en  poco  contribuiría  a  sanear  las  distorsiones  en  las  relaciones  de 

consumo.

De  esta  manera  corresponde  analizar  de  forma  integral  las 

constancias de la causa y los hechos probados para imponer la multa civil.

4.4. La aplicación del daño punitivo puede basarse, además, en las 

disposiciones del art. 8 bis LDC.

Dicho precepto es una reglamentación de la amplia garantía del 

art.  42  CN,  que exige  dispensar  a  los consumidores  un trato  equitativo  y 

digno.  Las  situaciones  de  inequidad  e  indignidad  pueden  justificar  la 

aplicación  de  daños  punitivos.  Es  palmario  que  la  inobservancia  del 

proveedor de estas pautas de conducta no puede sino provenir de un obrar 

intencional o, como mínimo, de una grave desaprensión en el cumplimiento 

de sus obligaciones. En la mirada de la cuestión que aquí se propone, este 

dispositivo no es una excepción confirmatoria de la regla de la objetividad 

que inspiraría la solución del mencionado art. 52 bis, sino que sobre la misma 
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atribución subjetiva  refuerza  la  defensa  de los  consumidores  mediante  el 

resorte de precaver  situaciones  vejatorias,  expresamente reprimidas en el 

texto constitucional.

El trato indigno cuenta también con directa tutela constitucional 

(art. 42 CN) y en la codificación vigente en relación a las prácticas abusivas 

(art. 1097 CCyC). La referencia a los Tratados incorporados a la Constitución –

ausente en la LDC- no provoca diferencia sensible, porque de todos modos 

deberán ser tenidos en cuenta por el juez.

5. En  el  caso,  coincido  con la  distinguida  Vocal  preopinante  en 

punto a que la conducta desplegada por la demandada merece ser castigada 

mediante la aplicación de la sanción prevista por el art. 52 bis, LDC. Es que en 

el caso presente, las inconductas de la coaccionada vulneró directamente el 

trato digno que se le debe al consumidor (art. 8 LDC) y tal postura resultó una 

manifiesta indiferencia por los derechos del consumidor. 

Y, de la misma manera, en base a los fundamentos expuestos en la 

sentencia apelada, estimo adecuada la cuantía confirmada.

Así voto.

Con lo que terminó este Acuerdo que firmaron los señores Jueces 

de Cámara doctores:

 Ernesto Lucchelli

              Rafael F. Barreiro

          Alejandra N. Tevez

María Florencia Estevarena
Secretaria de Cámara
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Buenos Aires, 24 de junio de 2022.

Y Vistos:

I. Por los fundamentos expresados en el Acuerdo que antecede, 

se resuelve: i) desestimar las quejas de Newsan SA, y ii) imponer las costas de 

Alzada a dicha codemandada, perdidosa (Cpr. 68).    

II.  Notifíquese (Ley N° 26.685, Ac. CSJN N° 31/2011 art. 1° y N° 

3/2015),  cúmplase  con  la  protocolización  y  publicación  de  la  presente 

decisión (cfr. Ley N° 26.856, art. 1; Ac. CSJN N° 15/13, N° 24/13 y N° 6/14) y 

devuélvase a la instancia de grado.

 

 Ernesto Lucchelli               

Rafael F. Barreiro

          Alejandra N. Tevez

María Florencia Estevarena
Secretaria de Cámara
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